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PETICIÓN / DEBIDO PROCESO / ENTREGA VEHÍCULO AUTOMOTOR / 5 MESES SIN REPUESTA / CONCEDE / OTORGA 5 DÍAS PARA DAR SOLUCIÓN - Sin embargo, a pesar de haberse realizado todas las actuaciones tendientes a la entrega del vehículo, como en efecto ocurrió, no ha sido posible que se deje sin validez la anotación de la medida cautelar en la oficina de tránsito en la cual se encuentra inscrito el rodante, pues como bien dijo el accionante, aunque inicialmente se puso en conocimiento de ese Organismo la decisión de incautar con fines de comiso el automotor, no ocurrió lo mismo con la notificación acerca de la cesación de esa medida con la orden de entrega definitiva del mismo.     

Al respecto, lo único que se le había indicado al accionante por parte de la Fiscalía en el momento de acudir al mecanismo constitucional de amparo es que no era posible brindarle una respuesta de fondo, toda vez que no se contaba con la carpeta en la cual reposaba la información necesaria para efectuar pronunciamientos en ese sentido, sin embargo, llama la atención que la orden de entrega del camión se dio desde el 16 de mayo de 2016, y que si bien el 20 de noviembre de 2017 se le explicó al accionante por parte de la señora Fiscal Segunda Seccional que se encontraba en búsqueda de las carpetas contentivas de la información, lo cierto del caso es que ni esa respuesta cumplió con los parámetros que permiten deducir la eficacia del derecho de petición, como son congruencia, claridad, precisión y fondo ni más adelante se obtuvo alguna respuesta que pusiera fin a la omisión de resolver el asunto planteado por él. 

Ahora, si bien con la notificación que de este trámite se le hiciera al Despacho accionado se le dio una nueva respuesta al señor AMM, observa esta Colegiatura que en aquella tampoco se le dio ninguna explicación referente a sus dichos, ni se pusieron en entredicho los documentos aportados por él, y de los cuales tuvo conocimiento esa Oficina, entre otras, con el traslado de los anexos en el momento en que se le notificó el auto admisorio. 

Parece ser que en este momento el expediente se encuentra extraviado, pues no aparecen las actuaciones adelantadas por la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira con posterioridad al trámite que antes había adelantado la Fiscalía Quince Seccional, y lo que se vislumbra es que la única información que consta es la que se adelantó hasta el momento en que el vehículo fue puesto a disposición de la SAE S.A.S. el 25 de abril de 2015. 

Lo cierto del caso es que a estas alturas, y transcurridos casi cinco meses desde la solicitud elevada por el accionante, no se le ha brindado una solución que resulte efectiva, y si bien se han adelantado diligencias para la ubicación del expediente, es evidente que al señor AMM no se le pueden trasladar las consecuencias de dicha situación, pues como lo ha indicado, ello le ha acarreado dificultades para disponer libremente de su bien, como es su derecho.     
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.jpg]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, lunes dos (02) de abril de dos mil dieciocho (2018)  

Hora: 3:50 p.m. 
Aprobado por Acta No. 292 
	Radicación: 
	66001 22 04 000 2018 00046 00

	Accionante: 
	Aicardo Mancilla Mina  

	Accionado: 
	Fiscalía Segunda Especializada  

	Decisión: 
	Tutela petición 



ASUNTO:

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor AICARDO MANCILLA MINA en contra de la FISCALÍA SEGUNDA ESPECIALIZADA DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y propiedad privada. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que es propietario de un vehículo tipo camión, identificado con las placas TMP 398, CI furgón, modelo 2014, motor 87416758, chasis lj11kfbd2e, color blanco, cap. 5.6 ton.; automotor que encontrándose alquilado por su parte a un tercero, fue incautado por transportar en él sustancias estupefacientes. 
A pesar de lo anterior, en el transcurso del proceso penal que de allí se originó, se demostró su ausencia de responsabilidad en la comisión del delito investigado, razón por la cual se le otorgó la entrega definitiva del vehículo por parte de la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira. No obstante, han pasado veinte meses desde que se ordenó dicha entrega, y aun así, el aludido Ente Acusador no ha expedido ninguna orden a la Secretaría de Tránsito Municipal de Jamundí, tendiente a que se levante la anotación de la medida cautelar que se decretó inicialmente sobre el rodante, ello a pesar de que en dos oportunidades le ha solicitado por medio de derechos de petición que realice dicha gestión.  
Dice el accionante que acerca de sus solicitudes lo único que le ha contestado ese Despacho, desde hace ya tres meses, es que no se ha podido ubicar la carpeta del proceso, y que las decisiones que él menciona fueron tomadas por el anterior Fiscal, además, que las carpetas fueron remitidas a la Unidad de Extinción de Dominio en Bogotá, por lo que se está esperando una respuesta por parte de esa entidad y por lo tanto no es posible darle una respuesta pronta a su petición hasta tanto se cuente con el expediente. 
Refiere que con el registro de dicha medida cautelar no ha sido posible realizar ningún tipo de negocio con el vehículo, con lo que se afecta su derecho a la propiedad privada, sin que le resulte explicable al señor Mancilla Mina el por qué, pese a la existencia de un acto administrativo que ordenó la entrega del rodante, ello no sea suficiente para ordenar el levantamiento de la medida cautelar, habiendo sido la misma Fiscalía la que tomó esa decisión.   
PRETENSIONES:

Con base en lo anterior, solicita el accionante que se ordene a quien corresponda, decretar el levantamiento de la medida cautelar que pesa sobre el vehículo de propiedad suya, y además se oficie a la Secretaría de Tránsito Municipal de Jamundí, Valle, para que disponga tal levantamiento del registro automotor. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 13 de marzo del año que transcurre, fecha en la cual se avocó su conocimiento y se ordenó la notificación y traslado a la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira, para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción, además, se vinculó de manera oficiosa a la Secretaría Municipal de Tránsito de Jamundí, Valle, la Sociedad de Activos Especiales S.A.S S.A.E y la Unidad Nacional para la Extinción del Derecho de Dominio en Bogotá. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS: 
DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE PEREIRA: El Doctor Jorge Mario Trejos Arias allegó al Despacho un escrito adiado el 14 de marzo del año que transcurre, por medio del cual dijo que corrió traslado del escrito de tutela a la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira, a cargo de la Dra. María Luisa Henao Marín, con el fin de que se diera respuesta a la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor Aicardo Mancilla Mina, toda vez que es ese el Despacho que adelanta la investigación en comento, y por lo tanto es dicha Funcionaria la encargada de dar trámite a la solicitud del actor.
FISCALÍA SEGUNDA ESPECIALIZADA DE PEREIRA: la Doctora María Luisa Henao Marín allegó inicialmente la copia de la respuesta que se le suministró por parte de esa Oficina al señor Aicardo Mancilla Mina con ocasión de la petición a la cual hizo alusión en su escrito de tutela, respuesta en la que básicamente se le indica que no es posible darle una respuesta a su solicitud, toda vez que no ha sido posible ubicar la carpeta en la cual reposa la información referente a ese asunto. 
Más adelante, presentó un escrito el 20 de marzo del año que transcurre, por medio del cual expuso que según información brindada por la Fiscalía Quince Seccional de Pereira, el vehículo referido por el accionante fue objeto de legalización de incautación, y posteriormente dejado a disposición de la Gerente de la Sociedad de Activos Especiales SAE con oficio del 23 de abril de 2015.    
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA: Por medio del titular de ese Organismo de Tránsito se indicó que fue precisamente una autoridad judicial la que impartió la orden de suspensión del poder dispositivo del vehículo de propiedad del accionante, decisión que en otras palabras es de obligatorio cumplimiento. 

Así las cosas, aseguró que carece de legitimación en la causa por no ser la responsable de la supuesta vulneración alegada por el accionante, dado que no existe una orden de levantamiento de la medida cautelar impuesta por parte de la autoridad judicial competente para ello.  
LA SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.S por su parte guardó silencio. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguno de los Despachos vinculados al presente asunto se han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el señor Aicardo Mancilla Mina, de manera que deban impartirse las respectivas órdenes en procura de su
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

Por su parte, la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, estableció en su artículo 1° (sustituyendo el canon 14 de la Ley 1437 de 2011) los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de petición, así: 

“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”

Del caso concreto:

En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia judicial, se tiene que el accionante solicitó a la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira que expidiera una certificación con destino a la Secretaría Municipal de Tránsito de Jamundí, Valle del Cauca, en la cual constara que el vehículo automotor de propiedad suya que fue incautado al resultar involucrado en un proceso penal, por haber sido inmovilizado mientras en él un tercero transportaba sustancias estupefacientes, había sido objeto de entrega definitiva a su propietario, el señor Mancilla Mina, por parte de ese Ente Investigador, al haberse protegido sus derechos como tercero de buena fe.  

Lo anterior, por cuanto a pesar de haberse proferido una orden en ese sentido por parte de autoridad competente, y además haberse materializado su entrega el 18 de julio de 2016, no había sido posible lograr que la inscripción de la medida cautelar decretada inicialmente sobre ese vehículo fuera eliminada de los registros que maneja ese organismo de tránsito, con lo cual se le ha impedido al actor ejercer los derechos que como propietario de ese bien le asisten.
De la información allegada por el señor Mancilla Mina con su escrito inicial, se entrevé que en efecto la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira ordenó desde el 16 de mayo de 2016 la entrega definitiva del vehículo Camión TMP 3989, con Número de Motor 87416758 y Número de Chasis LJ11KFBD2E1000435 de color blanco al aquí accionante (ver folio No. 6), y que en cumplimiento de esa disposición la Sociedad de Activos Especiales S.A.S ordenó su materialización por medio de la Resolución No. 683 del 14 de julio de 2016 (ver folios 14 y 15), realizándose así su entrega efectiva por parte de la bodega Almagrario S.A. administrada por la SAE en la cual se encontraba retenido el vehículo en cuestión (ver folio 13).    
Sin embargo, a pesar de haberse realizado todas las actuaciones tendientes a la entrega del vehículo, como en efecto ocurrió, no ha sido posible que se deje sin validez la anotación de la medida cautelar en la oficina de tránsito en la cual se encuentra inscrito el rodante, pues como bien dijo el accionante, aunque inicialmente se puso en conocimiento de ese Organismo la decisión de incautar con fines de comiso el automotor, no ocurrió lo mismo con la notificación acerca de la cesación de esa medida con la orden de entrega definitiva del mismo.     

Al respecto, lo único que se le había indicado al accionante por parte de la Fiscalía en el momento de acudir al mecanismo constitucional de amparo es que no era posible brindarle una respuesta de fondo, toda vez que no se contaba con la carpeta en la cual reposaba la información necesaria para efectuar pronunciamientos en ese sentido, sin embargo, llama la atención que la orden de entrega del camión se dio desde el 16 de mayo de 2016, y que si bien el 20 de noviembre de 2017 se le explicó al accionante por parte de la señora Fiscal Segunda Seccional que se encontraba en búsqueda de las carpetas contentivas de la información, lo cierto del caso es que ni esa respuesta cumplió con los parámetros que permiten deducir la eficacia del derecho de petición, como son congruencia, claridad, precisión y fondo ni más adelante se obtuvo alguna respuesta que pusiera fin a la omisión de resolver el asunto planteado por él. 

Ahora, si bien con la notificación que de este trámite se le hiciera al Despacho accionado se le dio una nueva respuesta al señor Aicardo, observa esta Colegiatura que en aquella tampoco se le dio ninguna explicación referente a sus dichos, ni se pusieron en entredicho los documentos aportados por él, y de los cuales tuvo conocimiento esa Oficina, entre otras, con el traslado de los anexos en el momento en que se le notificó el auto admisorio. 

Parece ser que en este momento el expediente se encuentra extraviado, pues no aparecen las actuaciones adelantadas por la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira con posterioridad al trámite que antes había adelantado la Fiscalía Quince Seccional, y lo que se vislumbra es que la única información que consta es la que se adelantó hasta el momento en que el vehículo fue puesto a disposición de la SAE S.A.S. el 25 de abril de 2015. 

Lo cierto del caso es que a estas alturas, y transcurridos casi cinco meses desde la solicitud elevada por el accionante, no se le ha brindado una solución que resulte efectiva, y si bien se han adelantado diligencias para la ubicación del expediente, es evidente que al señor Mancilla Mina no se le pueden trasladar las consecuencias de dicha situación, pues como lo ha indicado, ello le ha acarreado dificultades para disponer libremente de su bien, como es su derecho.     

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual se eleva dicha solicitud, y que ésta sea de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental de petición del accionante, acorde con lo cual lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada.

De esta manera, se le impartirán órdenes a la Fiscalía Segunda Seccional de Pereira, Despacho en el cual se recibió la solicitud del señor Aicardo, así como a la Sociedad de Activos Especiales S.A.S, al haber sido la entidad encargada de materializar la decisión tomada por la anterior, y en especial porque en la Resolución No. 683 expedida por la misma, se consignó de forma expresa que el bien sería marcado como devuelto en el registro de la base de datos manejada por esa entidad, ello, con el fin de que dichas Oficinas de forma conjunta, dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta decisión, den solución efectiva al asunto puesto en conocimiento por el libelista.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor AICARDO MANCILLA MINA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR a la FISCALÍA SEGUNDA SECCIONAL ESPECIALIZADA DE PEREIRA, así como a la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.S, que de forma conjunta, den solución efectiva al asunto puesto en conocimiento por el libelista, gestión para la cual se les otorgará el término de cinco (5) días contados a partir de la notificación de la presente decisión. 
TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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